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Según el profesor Villoria (en base a su estudio de corrupción para el ámbito local), en relación 
con los 110 municipios con más habitantes y/o capitales de provincia, resulta que en más de 40 
de ellos ha habido casos investigados, los que hay que añadir más de 550 municipios medianos 
y pequeños con casos también investigados. 

Concluye este autor que “probablemente estemos hablando de casi 300 municipios con alguna causa 
abierta, de entre un número total de municipios con posibilidades de generar corrupción altamente 
rentable no superior a los 1.000 (750 mayores de 10.000 habitantes y otros costeros). Y en total, 
más de 600 municipios españoles tienen o han tenido algún escándalo de corrupción investigado. 
Este fenómeno en algunas comunidades es apabullante; por ejemplo, casi el 60 % de los 
municipios en Murcia, y casi el 40 % en Canarias (Jerez et al., 2012).”19 

En el año 2014 había en España 8.122 municipios20, de los cuales 399 tenían más de 20.000 
habitantes. Si tenemos en cuenta estos datos y siguiendo el razonamiento del Profesor Villoría, 
parecería razonable pensar que la corrupción local podría darse principalmente en Andalucía, 
Cataluña, Comunidad Valenciana, Comunidad de Madrid y Canarias, las CC.AA. con mayor 
número de municipios por encima de los 20.000 habitantes.

Tabla 5. Distribución de los municipios de más de 20.000 habitantes por Comunidades Autónomas.

Comunidad 
Autónoma

>500.000 
hab.

Entre 
200.000 

y 
500.000 

hab.

Entre 
100.000 

y 
200.000 

hab.

Entre 
50.000 

y 
100.000 

hab.

Entre 
20.000 

y 
50.000 

hab.

Total 
>20.000 

hab.

1 Andalucía 2 3 7 17 52 81

2 Cataluña 1 4 5 13 41 64

3 Comunidad Valenciana 1 2 2 10 49 64

4 Comunidad de Madrid 1 2 7 10 12 32

5 Canarias - 2 2 4 19 27

6 Galicia - 2 1 4 15 22

7 País Vasco - 2 1 4 15 22

8 Región de Murcia - 2 - 2 13 17

9 Castilla y León - 1 3 5 6 15

10 Castilla-La Mancha - - 1 6 8 15

11 Islas Baleares - 1 - 1 10 12

12 Principado de Asturias - 2 - 2 3 7

13 Extremadura - - 1 2 4 7

14 Cantabria - - 1 1 3 5

15 Aragón 1 - - 1 2 4

16 Comunidad Foral de 
Navarra

- - 1 - 2 3

17 La Rioja - - 1 - 1 2

18 Ceuta - - - 1 - 1

19 Melilla - - - 1 - 1

Fuente: Wikipedia, 2015.
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Análisis territorial

Efectivamente, parece que la distribución geográfica de los delitos asociados o relacionados 
con la corrupción no es homogénea en toda España, sino que se aparece de forma más intensa 
en unas zonas que en otras, al menos en los años que hemos analizado en este estudio. 

En los datos de la Fiscalía General del Estado puede apreciarse claramente que en determinadas 
CCAA se abren muchas más investigaciones por delitos asociados a la corrupción que en otras, 
como se muestra en las siguientes gráficas. 

Figura 15. Diligencias previas por CCAA 2011-2013 para los delitos asociados  
a la corrupción analizados (%).

Fuente: Fiscalía General del Estado.

Figura 16. Calificados por CCAA 2011-2013 para los delitos asociados a la corrupción analizados (%).

Fuente: Fiscalía General del Estado.

19 La transparencia como política pública en el nivel local” Villoria Mendieta,  Manuel (Catedrático de Ciencia Política y de la Administración en la Universidad 

Rey Juan Carlos). Revista Democracia y Gobierno Local. Número 26/27 Tercer y cuarto trimestre 2014. Fundación Democracia y Gobierno Local.

20 Fuente: INE.
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Si tenemos en cuenta las 330 sentencias que hemos analizado y estudiamos el nivel territorial 
de la Administración a la que pertenecen los funcionarios y cargos públicos implicados de los 
niveles local y autonómico (alrededor del 78% del total de estas sentencias), observamos 
que las sentencias más numerosas se refieren a delitos de corrupción en Administraciones 
Públicas de Andalucía (un 27,7%), Baleares (un 12,4%) y Cataluña (un 10%), por este orden. 

La siguiente gráfica muestra la distribución de sentencias por delitos asociados con la 
corrupción por Comunidades Autónomas:

Figura 18. Distribución de sentencias analizadas por CCAA 2011- 2014.

Fuente: elaboración propia.

Parece, por tanto, que en los últimos años la corrupción política en Baleares y Canarias ha sido 
más elevada de lo que cabría esperar atendiendo al número de entidades locales importantes 
con las que cuenta, y sabiendo que es en ellas donde más se produce este tipo de corrupción. 
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¿QUÉ ESTÁ PASANDO?

Como hemos visto, de nuestro análisis podemos extraer dos conclusiones principales:

>> El principal foco de corrupción en nuestras AA.PP. es la contratación pública.

>> Es en el ámbito local donde aparecen más delitos asociados con la que hemos llamado 
corrupción política o institucional, que excluye los llamados «casos puntuales». 

Es muy importante destacar que, en principio, todos los ámbitos de actuación que hemos 
analizado (contratación, subvenciones, autorizaciones, urbanismo, etc.) están sujetos a 
estrictos procedimientos administrativos y a diversos controles que deben garantizar la 
legalidad y el acierto en la toma de decisiones. Estos procedimientos y estos controles existen 
en todos los niveles de la Administración, aunque no son exactamente iguales en todas ellas y, 
quizás lo más relevante, parece que incluso cuando lo son no se aplican de la misma manera. 

Dado que hemos comprobado que la corrupción política se da más en unos niveles territoriales 
y en unos ámbitos de actuación concretos, parece razonable concluir que en esos ámbitos y 
en esos niveles territoriales los controles necesarios para prevenir la corrupción o son más 
débiles o no se aplican correctamente o las dos cosas a la vez.  

Para poder ver qué puede estar fallando vamos a revisar brevemente los principales controles 
que existen y los problemas a los que se enfrentan. 

Los controles en las AA.PP.

Cuando hablamos de controles legales o controles de legalidad nos estamos refiriendo 
a los mecanismos previstos legalmente que teóricamente, al menos, deberían impedir o 
dificultar la comisión de los delitos relacionados con la corrupción. Lógicamente se trata 
de mecanismos previstos en las normas que deben de ser siempre activados por personas 
concretas, habitualmente funcionarios públicos pertenecientes a determinados Cuerpos de la 
Administración que cuentan con una determinada especialización profesional. 

En definitiva, como han señalado algunos autores para que los controles legales funcionen 
“es imprescindible que haya funcionarios que los pongan en marcha y que dichos funcionarios 
tengan todas las garantías necesarias para ejercer imparcialmente estas antipáticas funciones 
que consisten en decirles a sus jefes políticos y superiores jerárquicos “esto no se puede hacer” 
cuando no se puede hacer21.

Tradicionalmente los controles para garantizar la legalidad desde el punto de vista económico-
financiero y el respeto al ordenamiento jurídico suelen dividirse entre controles internos y 
controles externos. Son controles externos los que son activados o realizados por organismos 
e instituciones ajenas a la entidad controlada y que se realizan siempre “a posteriori” (por 

21 Sansón Carrasco ¿Hay Derecho? La quiebra del Estado de Derecho y de las instituciones en España, Editorial Península, 2014.
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22 Antonio Cholbi Cachá, “Breves reflexiones sobre los tipos de control de la actividad económico-financiera del sector público y su encaje con la actual 

regulación del control interno en las entidades locales”.

ejemplo, la fiscalización que realiza el Tribunal de Cuentas o el órgano regional equivalente) 
y son controles internos los que se realizan por funcionarios o empleados públicos que 
pertenecen al mismo organismo o institución. A su vez, los controles internos pueden tener un 
carácter previo –lo que denominaremos “controles preventivos”- o realizarse “a posteriori”. 

Desde nuestro punto de vista nos interesan particularmente los controles internos que tienen 
carácter preventivo. De acuerdo con la doctrina más autorizada (Víctor Lapuente) la fortaleza 
de los controles internos preventivos -las denominadas “patrullas internas”- resulta esencial 
para la prevención de la corrupción, siendo mucho más eficaces que los controles legales «a 
posteriori” o las medidas represivas. En este sentido, no podemos olvidar que la actuación 
policial y judicial puede presentar importantes carencias (falta de medios, lentitud, politización) 
que en último término puede llevar a la impunidad de conductas corruptas que eran penalmente 
punibles pero que, por distintos motivos, no ha sido posible detectar, investigar y/o sancionar.    

Dentro de los denominados controles internos preventivos cabe diferenciar entre el control 
económico-financiero y el control de legalidad en sentido estricto Consideramos como 
funciones de control interno en primer lugar las que se refieren al control de legalidad en 
sentido amplio que suelen concretarse en la necesidad de emitir informes preceptivos para 
determinar si una actuación se ajusta a la norma, ya se trate de informes jurídicos como el 
que emite por ejemplo un secretario municipal o de informes técnicos como el que emite un 
arquitecto municipal. En segundo lugar, son funciones de control interno también las que se 
refieren al control económico-financiero, que incorporan también un control de legalidad en 
cuanto a ese ámbito específico. Se trata, en definitiva, de garantizar con carácter previo que 
las decisiones que se adoptan en un determinado asunto son conformes con el ordenamiento 
jurídico.

Lo más interesante es que las normas sobre control interno, particularmente en el ámbito 
económico-financiero y en lo que se refiere a la emisión de informes preceptivos no 
son homogéneas en todas las Administraciones Públicas. Sin duda es la Administración 
General del Estado la que cuenta con mejores y más numerosas normas de control 
interno, probablemente por razones históricas, por lo que algunos autores han sugerido 
tomarlas como guía o modelo para las normas de control en otras Administraciones22.
Esto ha sido en buena medida lo que han hecho las Administraciones Públicas autonómicas, 
que tuvieron que ser creadas “ex novo” a partir de la Constitución de 1978, aunque con algunas 
diferencias entre unas y otras. En todo caso es muy diferente a lo ocurrido en el ámbito de la 
Administración local, donde a partir de las primeras reformas posteriores a la aprobación de 
la Constitución de 1978 se han ido debilitando estos controles previos, por diversas razones –
incluidas las ideológicas- en las que no nos podemos detener. Esta tendencia ha cambiado solo 
muy recientemente como veremos.

Por ejemplo, en la Administración General del Estado, las normas del control de la actividad 
económico-financiera se encuentran básicamente recogidas en la Ley 47/2003 General 
Presupuestaria. Según esta norma puede hablarse de tres tipos de control: el ejercicio de la 
función interventora, el control financiero permanente y la auditoría pública, que se realiza en 
todo caso con posterioridad. Desde nuestra perspectiva el control que nos interesa es el que 
corresponde a la función interventora porque siempre supone un control previo. El control 
financiero permanente tiene objetivos más amplios que la función interventora y se lleva a 
cabo de forma permanente (ni a priori ni «a posteriori»), salvo lo que se refiere al control 
previo de la ordenación de pago y pago material de la devolución de ingresos indebidos que 
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debe ser controlado, forzosamente, con carácter previo por los órganos interventores, así 
como aquellos gastos que requieran de un control o fiscalización previa. La auditoría previa 
se realiza “a posteriori” y queda fuera por tanto del marco de los controles preventivos tal y 
como los hemos acotado. 

Estas funciones suelen estar atribuidas en todas las Administraciones a funcionarios 
con una formación específica determinada y pertenecientes a determinados Cuerpos de 
la Administración, si bien aquí existen diferencias entre aquellas Administraciones que 
exigen para el desempeño de estas funciones la pertenencia a un cuerpo de funcionarios 
especializado (por ejemplo, el Cuerpo Superior de Interventores y Auditores, caso de la 
Administración General del Estado) o las que no cuentan con un Cuerpo de funcionarios 
específico (caso de muchas Comunidades Autónomas). En las Corporaciones Locales 
los funcionarios que desempeñan estas funciones son los llamados funcionarios de la 
Administración Local con habilitación de carácter nacional (Secretarios, Interventores 
y Tesoreros) cuyo régimen jurídico se recoge en el RD 1174/1987 de 18 de septiembre23.
 También los sistemas de asignación de puestos de trabajo a estos funcionarios pueden ser 
distintos, primando los sistemas de libre designación en los municipios de mayor tamaño, que 
son precisamente aquellos donde las posibilidades de corrupción y las necesidades de control 
son mayores, como hemos visto. Todo esto por no mencionar los fenómenos de “intrusismo”, 
es decir, del nombramiento de personal de confianza para ocupar estos puestos de trabajo 
por encontrarse vacantes al no convocarse los necesarios concursos para proveer las plazas, 
práctica que ha estado muy extendida hasta recientemente. Todavía hoy el número de plazas 
vacantes para los funcionarios locales que ejercitan funciones de control es muy elevado.

De esta forma, aunque la ley reguladora de las Haciendas Locales (aprobada por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, en vigor al producirse los hechos) puede presentarse, en cuanto a 
los controles de carácter económico-financiero, como una copia de la normativa estatal en 
cuanto a definición y procedimientos, lo cierto es que, como denuncia algún autor, lo que no se 
reproduce es lo más importante: la estructura orgánica y funcional de la Intervención General 
de la Administración del Estado. Por tanto, en la práctica, el buen funcionamiento de estos 
controles es imposible, dado que los funcionarios llamados a activarlos no cuentan con las 
necesarias garantías de imparcialidad y neutralidad24. 

En concreto, en el ámbito local la dependencia de estos funcionarios de la autoridad 
pública a la que deben controlar (alcaldes, presidentes de Diputaciones, etc.) 
es una debilidad que ha sido señalada y denunciada por los propios afectados25 

por un sector de la doctrina e incluso en ensayos de ámbito más general26.

23 En concreto en el art.2 de esta norma se señala que las “funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones Locales: a) La de Secretaría, comprensiva 

de la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo. b) El control y la fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, y la contabilidad, 

tesorería y recaudación. 2. La responsabilidad administrativa de las funciones enumeradas en el apartado anterior está reservada a funcionarios en posesión 

de la habilitación de carácter nacional, sin perjuicio de las excepciones que, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 92.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, se 

establecen en el presente Real Decreto, respecto de las funciones de contabilidad, tesorería y recaudación.”

24 Fernando Urriticoechea y Mercedes Ortiz en “La racionabilidad y la sostenibilidad de la Administración local mediante el fomento de su control interno a 

través de la recuperación de la independencia de los interventores municipales”.

25 Eulalio Ávila, Presidente de COSITAL en The economy journal, el papel de los secretarios, interventores y tesoreros en los Ayuntamientos http://www.

theeconomyjournal.com/es/notices/2013/03/-el-papel-de-los-secretarios-interventores-y-tesoreros-en-los-ayuntamientos-66730.php

26 Antonio Muñoz Molina “Todo lo que era sólido” Seix Barral, Biblioteca Breve, 2013, Sansón Carrasco (nombre colectivo) ¿Hay Derecho? La quiebra del Estado 

de Derecho y de las instituciones en España, Editorial Península, 2014.
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Algo parecido puede ocurrir también en las Administraciones autonómicas donde, con 
frecuencia, no existen funciones de control o plazas reservadas para un cuerpo de funcionarios 
especializados determinados, o se proveen estos puestos a través del sistema de libre 
designación lo que supone obviamente menos garantías para los que las desempeñan. En 
este punto conviene recordar que la libre designación lleva aparejado también el libre cese. 
 La fijación de los incentivos salariales por parte de la autoridad que debe de ser controlada 
es otro elemento perturbador fácil de entender si quienes toman las decisiones sobre los 
sueldos y la carrera profesional de los funcionarios “controladores” resultan ser los propios 
agentes objeto del control. Por último la apertura de expedientes sancionadores por motivos 
no estrictamente profesionales a estos funcionarios puede llegar a convertirse en un problema 
que afecta gravemente a su independencia y neutralidad. 

Dentro de las funciones de control interno hay que tener en cuenta también la emisión de 
informes jurídicos preceptivos (es decir, que es obligatorio solicitar) que en el ámbito de la 
Administración General del Estado suelen estar reservados al Cuerpo de Abogados del Estado, 
mientras que en las Administraciones Autonómicas se reservan a los Cuerpos de letrados 
correspondientes y en las Entidades Locales a los Secretarios de la Administración local. Los 
supuestos en que es preciso recabar este informe preceptivo están recogidos en las distintas 
normas sectoriales, que tampoco son homogéneas, siendo de destacar que se han ido 
reduciendo los casos en que deben de emitirse informes preceptivos por los Secretarios de la 
Administración Local, lo cual no ha sucedido en las otras Administraciones. Por otra parte, los 
problemas de dependencia de los Secretarios locales son, lógicamente, los mismos que tienen 
los otros funcionarios locales con habilitación de carácter nacional, tesoreros e interventores.

Por último, recordemos que nuestras normas contemplan también en muchos supuestos la 
necesidad de emitir informes técnicos preceptivos por personal experto en las materias que 
se trate y que pueden llegar a jugar un papel muy relevante a la hora de adoptar una decisión 
como ocurre, por ejemplo, en materia de urbanismo con los informes de los arquitectos 
municipales. El análisis de la problemática de los técnicos que emiten este tipo de informes en 
Administraciones donde no está suficientemente garantizada la neutralidad e independencia de 
los empleados públicos nos llevaría muy lejos del objeto de este informe, pero basta aquí con 
dejarla apuntada como uno de los principales problemas que afectan a la contratación pública 
y al urbanismo, dos de las áreas donde aparecen con más frecuencia delitos de corrupción. 

En todo caso, hay que subrayar que para la adopción de la mayoría de las decisiones que 
pueden adoptarse en una Administración pública y que suponen gasto público, además de 
estos controles internos preventivos de tipo económico-financiero y jurídico suele ser precisa 
la tramitación de un procedimiento administrativo específico cuya finalidad es garantizar, 
precisamente, el acierto y la legalidad de las decisión que se adopte. Así ocurre, por ejemplo, con 
los procedimientos de contratación pública -cuya regulación se encuentra en el RD legislativo 
3/2011 de 14 de noviembre por el que se aprueba el texto Refundido de la Ley de Contratos 
del Sector Público- de concesión de subvenciones –Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones- o procedimientos en materia de urbanismo –regulados en la Ley 2/2006 de 
30 de junio de Suelo y Urbanismo. Lo más destacable es que esta regulación es común para 
todas las Administraciones Públicas, sea cual sea su tamaño, su presupuesto o sus recursos 
materiales y humanos, por lo que la existencia de niveles más elevados de corrupción en el 
ámbito de la contratación pública en la Administración local con respecto a la Administración 
General del Estado solo tiene una explicación posible: la mayor debilidad de los controles 
internos.

Efectivamente, la doctrina que se ha ocupado de estas cuestiones considera que la profundidad 
de los controles internos existente es mucho mayor en el ámbito de la Administración 
General del Estado que en el ámbito local, mientras que en el caso de las Administraciones 
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autonómicas nos encontraríamos en un punto intermedio, que puede variar de unas a otras, 
por lo que no es posible entrar en un estudio más pormenorizado. En todo caso las normas 
autonómicas sobre controles internos suelen reproducir las estatales, residiendo el problema 
más bien en la activación de dichos controles por funcionarios que o no pertenecen siempre 
a cuerpos especializados y/o cuyos puestos de trabajo dependen del propio controlado, o 
en la proliferación de organismos públicos  dependientes, como entidades empresariales o 
sociedades públicas mercantiles, con menos controles preventivos. 

 
Como ejemplo, podemos tomar la sentencia Nº 73/13 de la Audiencia Provincial de Palma, 
que juzga un caso de corrupción en el seno de la Consellería de Comercio, Industria y Energía 
del Govern Balear, a través del Consorcio para el Desarrollo Económico de las Islas Baleares 
(CDEIB) :

Los acusados, de común acuerdo, valiéndose de sus respectivos cargos 
en el CDEIB, guiados por el ánimo de obtener beneficio económico, ide-
aron, planificaron, desarrollaron y ejecutaron una serie de actuaciones 
con la finalidad de apoderarse de ingentes cantidades de dinero pro-
cedentes de los fondos públicos de los que tenían poder de disposición 
por razón de sus respectivos cargos en el CDEIB y en la Consellería de 
Comercio, Industria y Energía, entre los años 2003 a 2007. Para ello 
se aprovecharon de que existía una falta total y absoluta de controles 
administrativos y financieros efectivos sobre su gestión. Ausencia de 
controles que, ellos mismos, contribuyeron a mantener.

Para lograr tal finalidad de lucro personal, el primer paso fue la elec-
ción del CDEIB como organismo a través del cual podía desarrollarse la 
actividad que les permitiría apoderarse de las cantidades procedentes 
de los fondos públicos. La elección del CDEIB no fue casual, pues con-
currían en dicho organismo público las condiciones ideales para desar-
rollar dicha actividad delictiva, cuales eran:

•	 La ausencia de controles previos administrativos y financieros 
efectivos sobre su gestión.

•	 La propia actividad desarrollada por el CDEIB (básicamente la 
organización de la asistencia institucional a ferias nacionales e 
internacionales y la promoción de la actividad industrial de las 
Baleares mediante estudios e informes) que era idónea para el 
fin que se proponían.

•	 La propia posición de los tres acusados en la Consellería de Com-
ercio y en el CDEIB.

}
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Por esta razón se viene insistiendo en la necesidad de aproximar los controles de las 
Administraciones autonómicas y sus organismos dependientes y, muy especialmente, de 
las Administraciones locales a los de la Administración General del Estado, desarrollando 
reglamentariamente su regulación y garantizando la imparcialidad y neutralidad de los 
funcionarios llamados a activarlos. Esta conclusión parece haber sido asumida –al menos 
sobre el papel- en la Ley 271/2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración 
Local que modifica el texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, aprobada 
mediante Real Decreto Legislativo 21/2004, de 5 de marzo y que encomienda al Gobierno la 
regulación, vía reglamento, los procedimientos de control y metodología de aplicación, con 
el fin de, entre otros objetivos, lograr un control económico-presupuestario más riguroso, y 
reforzar el papel de la función interventora en las Entidades Locales. 

La nueva regulación está contenida, fundamentalmente, en el artículo 213 del citado texto 
legal, que pretende hacer posible la aplicación generalizada de técnicas de control a las 
Entidades Locales en términos homogéneos a los desarrollados en otros ámbitos del sector 
público. Esta declaración por sí sola pone de manifiesto el “estado del arte” anterior en lo que 
se refiere a los controles en el ámbito local en un periodo que coincide con el periodo objeto de 
nuestro estudio, situación denunciada por numerosos autores y por el propio Consejo General 
de Colegios Oficiales de Secretarios, Interventores y Tesoreros de la Administración Local 
(COSITAL). 

Efectivamente, la normativa anterior estaba comprendida en los artículos 213 a 223 del Texto 
Refundido de las Haciendas Locales que adolecían de insuficiencias graves de manera que 
cabría hablar, según algunos autores, de una mera “apariencia de control”27. En todo caso, 
según estos autores las técnicas de control desarrolladas en la Administración General del 
Estado resultan bastante más precisas, siendo en particular el ámbito del control financiero 
permanente mucho más amplio y detallado, y estando también mucho más concretada el 
ámbito de la auditoria pública mientras que en el ámbito local hay una mayor imprecisión y 
confusión en la regulación.

Lógicamente, las limitaciones en los controles de este tipo se traducen también en supuestos 
de despilfarro o mala gestión y no solo en supuestos de corrupción política punible, es decir, 
la falta de controles previos y de rendición de cuentas fomentan el mal gobierno pero no 
siempre dan lugar a delitos contra la Administración Pública; de hecho alguna de las sentencias 
que hemos analizado absuelven a los inculpados por entender que no existe una conducta 
penalmente punible aunque se aprecie despilfarro o mala gestión de los fondos públicos no 
tipificada como delito.

Por esas razones, la disposición adicional séptima de la Ley 271/2013, de 27 de diciembre, 
de racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local pretende reforzar las funciones 
de control interno en el sector público local, estando pendiente a fecha de hoy el desarrollo 
reglamentario. Los problemas de la falta de independencia y neutralidad de los funcionarios 
con habilitación de carácter nacional siguen también pendientes, aunque se ha ido avanzando 
en la dirección correcta a partir de esta norma; pero ciertamente queda mucho camino todavía 
por recorrer. Esperemos que las conclusiones de este estudio doten de un nuevo impulso a 
esta tendencia.

27 Francisco Javier Biosca Lopez, “La apariencia de control en la administración local por los habilitados estatales”  http://www.auditoriapublica.com/

hemeroteca/PAG%2071%20-78.pdf
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>> La carencia de datos públicos y oficiales sobre delitos relacionados con la corrupción en 
España y, en particular, con las personas que los cometen es una  asignatura pendiente para 
ofrecer un análisis cuantitativo y en profundidad de este preocupante fenómeno. 

>> Resulta imprescindible, para el diseño de medidas efectivas contra la corrupción, que se 
recopilen, cataloguen y pongan a disposición de los investigadores y los ciudadanos series de 
datos de calidad sobre la corrupción. Estos datos deben ser fiables, consistentes y rigurosos 
e incluir series temporales lo suficientemente amplias en el tiempo.  

>> La falta de datos fiables y objetivos sobre delitos de corrupción en España y de análisis 
sobre los principales focos de corrupción política e institucional revela, a nuestro juicio, la falta 
de voluntad política para abordar con seriedad este problema que tanto preocupa a la sociedad 
española. La negación de la extensión y profundidad del fenómeno ha sido la tónica dominante 
–y lo sigue siendo en parte- entre nuestra clase política.

>> La corrupción política penalmente punible está relacionada fundamentalmente con los 
procedimientos de contratación pública en primer lugar y con el urbanismo, en segundo lugar. 

>> La Administración Local es el principal foco de corrupción política e institucional penalmente punible

>> Las distintas Administraciones autonómicas presentan una heterogeneidad muy notable en 
cuanto a la incidencia de casos de corrupción política penalmente punible.

>> La relación entre menor o mayor incidencia de la corrupción política penalmente punible y 
la fortaleza o debilidad de los controles preventivos de carácter administrativo señalada por la 
doctrina es consistente con los datos de nuestro estudio.

>> Los controles preventivos se han ido desactivando en el ámbito local de la Administración en 
los últimos años, particularmente a partir de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre, de medidas 
para la modernización del gobierno local, si bien la tendencia parece que empieza a revertirse a 
partir de la Ley 271/2013, de Racionalización y Sostenibilidad de la Administración Local,  más 
por motivos económicos y financieros que de lucha contra la corrupción en el ámbito local.

>> La falta de garantías de independencia y neutralidad, y la dependencia de los agentes del 
poder político al que deben controlar, del personal que debe aplicar los controles existentes en 
los niveles autonómico y local es uno de los focos de corrupción más importantes y uno de los 
principales problemas para prevenir la corrupción política en España. 

>> La extensión de las facultades y competencias de los alcaldes en nuestro ordenamiento 
jurídico (la figura del “strong-major”) está relacionado con la mayor incidencia de los casos de 
corrupción en el ámbito local.

>> La lucha decidida contra la corrupción política e institucional en las Administraciones Públicas exige 
un reforzamiento de los controles internos, particularmente de los preventivos, de la rendición de 
cuentas y una profesionalización de la gestión, a través básicamente del reforzamiento de las funciones 
controladoras de funcionarios expertos cuya imparcialidad y neutralidad deben de ser garantizadas. 

>> Con independencia de las medidas normativas, la mejor garantía para el buen funcionamiento 
de los controles internos es la existencia de un personal que pueda activarlos, lo que requiere 
una selección cuidadosa con arreglo a criterios objetivos, una carrera profesional basada en 
los principios de mérito y capacidad y la protección contra ceses arbitrarios o expedientes 
sancionadores infundados. En definitiva, es esencial que se cumpla el principio básico de que el 
controlador no puede depender del controlado. 
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La relación entre la debilidad de los controles preventivos y la existencia de delitos de corrupción 
política se pone también todavía más de relieve si analizamos algún caso concreto.  Por ejemplo, 
en la sentencia dictada por la Sala II del TS el 18 de noviembre de 2013 al conocer del recurso 
de casación contra sentencia dictada por la Audiencia Provincial de Málaga, Sección Tercera, 
que condenó a una serie de personas con cargos públicos en el Ayuntamiento de Marbella por 
delitos de fraude en concurso medial con un delito de prevaricación y malversación de caudales 
públicos encontramos un exponente relevante de este tipo de relación. Efectivamente, en dicho 
Ayuntamiento se estableció un entramado de sociedades municipales (cuyo capital pertenecía 
enteramente al Ayuntamiento) con la clara intención de eludir los controles preventivos que 
hubieran debido impedir las decisiones cuya adopción supuso un importante menoscabo para 
los fondos públicos.

En cuanto a los hechos, destacaremos que en julio de 1999, tras ser nombrado el de nuevo 
Alcalde del Ayuntamiento de Marbella por su Pleno Municipal tras revalidar en las elecciones 
del mismo año las mayorías absolutas ya conseguidas anteriormente. Es de destacar que 
según la sentencia “La gestión municipal siguió en su tercer mandato con las mismas pautas 
marcadas en el primero: Una huida constante de los controles marcados por el derecho 
administrativo a base de la creación de más de treinta sociedades municipales con objetos 
sociales de enorme amplitud y en muchas ocasiones comunes. Este entramado societario, 
aunque su única financiación provenía de los fondos del Ayuntamiento de Marbella, estaba 
constituido como un holding privado del alcalde. Prueba de ello es que se dirigía desde una de 
sus propiedades; el «Club Financiero Inmobiliario», anexo a su domicilio en la AVENIDA000 de 
Marbella”.

Estamos en presencia de la denominada “huida del Derecho administrativo” que tantas 
veces deviene simplemente una huida del Derecho, a secas. Es interesante destacar que la 
situación fue denunciada por el entonces interventor del Ayuntamiento de Marbella desde su 
incorporación al cargo, quien formuló el 10 de octubre de 1994 formuló un reparo sobre la 
estructura de la Corporación, entendiendo que la gestión de los servicios públicos a través 
de sociedades mercantiles municipales no podía impedir los procedimientos de control del 
Ayuntamiento sobre aquéllas. 

Siempre según el relato de la sentencia, al no ser atendidos sus requerimientos, con fecha 
10 de marzo de 1995, el Interventor dirigió al Alcalde un escrito con la pretensión de dar 
cumplimiento a los controles financiero y de eficacia exigidos por la Ley y que tenían que 
efectuarse bajo su dirección. En dicho escrito se señalaba lo siguiente: «La Ley 39/88, de 28 
de diciembre, reguladora de las Haciendas Locales, a través de sus artículos 194 y siguientes, 
establece obligatoriamente la realización de las funciones de control financiero y control de 
eficacia que serán realizadas por los funcionarios que se designen. En igual sentido las bases 
de ejecución de los presupuestos para los años 1993 y 1994, al regular el control interno 
en su artículo 42, establece que las funciones de control financiero y control de eficacia se 
desarrollarán bajo la dirección del Interventor Municipal, por los funcionarios que se señalen, 
pudiendo auxiliarse cuando sea preciso por auditores externos. El control financiero tiene como 
objetivo comprobar el funcionamiento en el aspecto económico-financiero de los Servicios 
de las Entidades locales, de sus Organismos Autónomos y de las Sociedades Mercantiles de 
ella dependientes. Dicho control tendrá por objeto informar acerca de: a) Determinar si la 
información financiera se presenta adecuadamente, de acuerdo con los principios contables 
que le son aplicables al efecto, es decir, lo que según normas de auditoría del sector público 
se denomina auditoría financiera b) Determinar si se ha cumplido con la legalidad vigente 
en la gestión de los fondos públicos, o auditoría de cumplimiento según el sector público. c) 
Evaluar si la gestión de los recursos públicos (humanos, activos y fondos presupuestados) 
se ha desarrollado de forma económica y eficiente, o auditoría de eficiencia y economía en 
el sector público, y d) Evaluar el grado de eficacia en el logro de los objetivos previstos, o 
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auditoría de resultado de programas en el sector público. La realización de los cuatro objetivos 
que anteceden es lo que en el sector público se denomina auditoría integral y en el sector 
local control financiero. Igualmente se indica respecto al control de eficacia que según 
la interpretación dada por el artículo 202 de la Ley 39/88, antes citada, su objetivo es la 
comprobación periódica del grado de cumplimiento de los objetivos previstos en el expediente 
de presupuesto ordinario, ó planificación extrapresupuestaria acordada por el Ayuntamiento 
Pleno, así como el análisis del coste de funcionamiento y del rendimiento de los servicios o 
inversiones municipales”. 

Reconocía también el Interventor que en dicho momento, y a pesar de la trascendencia de los 
controles referidos anteriormente, no se había dictado todavía para los Ayuntamientos ninguna 
clase de normativa específica, tanto a nivel de Administración General como Autonómica, que 
regule el procedimiento/s y objetivo/ s a seguir. Únicamente ha sido la Administración General 
del Estado, el sector regulado. En concreto las normas que menciona el Interventor al alcalde 
son las siguientes: Normas de auditoría del sector público. (No publicada en B.O.E.) Circular n° 
2/ 1989, de 28 de abril, por la que se dictan instrucciones provisionales para el ejercicio del 
control financiero permanente en organismos autónomos de carácter comercial, industrial, 
financiero o análogo. (No publicada en B.O.E.) Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 
14 de julio de 1992, por la que se dictan normas para la regulación del sistema de seguimiento 
de programas (Publicada en B.O.E. n° 175 de fecha 22 de julio de 1992). Circular n° 1/1993, de 
29 de enero, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se dictan 
instrucciones para el ejercicio del control financiero de programas conforme a la orden de 14 
de julio de 1992, por la que se regula el sistema de seguimiento de programas (No publicada 
en B.O.E.). 

Asimismo, el Interventor también reconoce el hecho de que ningún Ayuntamiento de la provincia 
de Málaga ha realizado tales controles, según información recabada por el mismo funcionario 
salvo error u omisión involuntaria, posiblemente ante la inexistencia de normativa legal que 
regule tales controles en la Administración Local. 

Siempre según la sentencia este intento del interventor fue incluido, bajo el epígrafe «Control 
Financiero y Control de Eficacia. Normas reguladoras de las formas a seguir para su 
obtención», en el número 5 de los asuntos a tratar en la sesión ordinaria de la Comisión de 
gobierno del día 22 de marzo de 1995; pero fue retirado del orden del día por acuerdo de la 
Comisión de gobierno. De la misma forma las nuevas tentativas del interventor por controlar si 
eran procedentes las cantidades transferidas del Ayuntamiento a las sociedades municipales 
se sucedieron en los meses posteriores, pero también fracasaron por la decidida oposición del 
grupo político gobernante pese a la insistencia a favor del control expuesta por concejales de 
otras formaciones políticas en distintos Plenos municipales, como los que tuvieron lugar los 
días 4 de febrero de 1998, 31 de marzo de 2000, 17 de julio de 2000, 12 de febrero de 2002 y 
2 de mayo de 2002. 

Destaca también la sentencia que al Pleno del Ayuntamiento de Marbella, no obstante los 
intentos reseñados, se le mantenía ajeno al conocimiento de cuáles eran las actividades de las 
Sociedades municipales, qué resultados alcanzaban y qué coste tenían, pues no había informes 
de control interno y no se formulaban los preceptivos PAIF (programas de actuación, inversión 
y financiación). Como destacan de manera coincidente y unánime todos los informes de 
fiscalización aprobados en relación al Ayuntamiento de Marbella y sus sociedades municipales 
por el Tribunal de Cuentas (ejercicios 1990 a 2006): «el Ayuntamiento no ejerció la función de 
control financiero ni exigió la justificación del empleo dado a las transferencias ni la procedencia 
de las deudas asumidas”.

La sentencia de casación ratifica las condenas por prevaricación y malversación de caudales 
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públicos. Podemos concluir que lo acaecido en el Ayuntamiento de Marbella durante la época 
del GIL es un supuesto excepcional –no olvidemos que terminó con la disolución del propio 
consistorio- en cuanto a la amplitud del entramado societario municipal constituido para el 
beneficio privado del alcalde y otras personas de su confianza; aún así no cabe duda de que 
la relación entre la falta de controles –casi total en el caso expuesto- y la proliferación de 
la corrupción política que se pone de manifiesto en este supuesto de forma tan clara se ha 
producido también en otros muchos casos, si bien quizás no con la misma intensidad.
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